En la ciudad de Mar del Plata, a los 3 días del mes de junio del año dos mil diez, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa C-1723-MP2 “FUENTE ÁNGEL JOSE c. PODER EJECUTIVO s. PRETENSION INDEMNIZATORIA”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli, Mora y Sardo, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 2 del Departamento Judicial de Mar del Plata dictó sentencia rechazando en su totalidad la demanda impetrada por el Sr. Ángel José Fuente contra el Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires. Las costas del proceso las impuso en el orden causado [v. fs. 212/223].

II. Declarada la admisibilidad formal del recurso de apelación interpuesto por la parte actora a fs. 225/227 –replicado por la demandada a fs. 236/242- [cfr. res. de fs. 252], y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia, corresponde votar la siguiente:

CUESTIÓN

¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto a fs. 225/227?

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

I. 1. A fs. 212/223 el titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 2 del Departamento Judicial de Mar del Plata dictó sentencia rechazando en su totalidad la demanda impetrada por el Sr. Ángel José Fuente contra el Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires. Las costas del proceso las impuso en el orden causado.

Con carácter previo a ingresar al tratamiento de la cuestión propuesta por el accionante remarcó que existía una evidente relación entre el objeto del proceso y la causa penal caratulada “Cóceres Walter Alberto s. delito de Usurpación de Propiedad” [del que resultara víctima Fuente Ángel José], de trámite por ante el Juzgado en lo Criminal y Correccional de Transición Nº 3 de Mar del Plata.

Recordó que la cuestión central debatida en la causa penal –el reproche penal formulado al Sr. Cóceres– no era la cuestión central en este proceso, sino la situación periférica vinculada al dictado de la tutela cautelar direccionada a obtener la restitución del inmueble sito en la calle Sicilia N° 7835 de Mar del Plata.

Es que –sostuvo- en la pretensión indemnizatoria se ha alegado la existencia de un hecho dañoso acaecido –según la visión del accionante- como consecuencia de la demora en el dictado de una medida cautelar durante el mentado proceso penal consistente en la restitución al actor de la propiedad usurpada.

Argumentó que no se imputa un error in iudicando en la sentencia condenatoria, sino que se imputa un error in procedendo durante el trámite de la causa penal consistente en rechazar lo que a juicio del accionante resultaba procedente ab initio, a saber: la restitución cautelar del inmueble de calle Sicilia Nº 7835 de Mar del Plata.

Con sustento en citas jurisprudenciales, postuló que el actor encauzaba su reclamo por lo que la moderna doctrina ha denominado responsabilidad del Estado por el anormal funcionamiento de la administración de justicia.

Resaltó que el pedimento cautelar efectuado por el actor en el proceso penal [identificada como aquella medida que la legislación adjetiva civil y comercial regula en el art. 676 bis] debía cumplir con los recaudos de rigor de fumus bonis iuris y periculum in mora.

Agregó que para determinar el enfoque con que debía evaluarse la normalidad de la prestación del servicio de justicia resultaba necesario tener en cuenta la información con que contaban tanto el Juez y el Fiscal, como el Defensor y el particular damnificado desde que, en la causa penal, el original encuadre efectuado por el accionante, necesariamente dirigía la mirada a la evolución del proceso punitivo.

Adujo además que la elección por parte del magistrado penal de un camino procesal, aunque pudiera reputarse como equivocado, no implicaba por esa sola razón un anormal funcionamiento de la administración de justicia en términos relevantes para determinar el nacimiento de responsabilidad.

Argumentó que determinar “los aspectos temporales implicados en autos” resultaba una cuestión esencial en tanto el accionante hace posar el pretendido deber estatal de resarcir en el “prolongado lapso temporal” que insumió a la jurisdicción llegar al pronunciamiento cautelar.

Aseveró que, aunque resultaba cierto que el proceso penal se había prolongado por el término de seis (6) años, no lo era menos que tal lapso resultaba irrelevante en el sub discussio. El elemento temporal relevante para resolver este proceso contencioso administrativo resultaba ser –en opinión del sentenciante- aquel transcurrido desde que el actor requirió el dictado de la cautelar en sede penal y hasta el momento que la misma le fue concedida.

Sostuvo que el accionante había peticionado, en la causa penal recién el 21-02-2002, que le fuera restituida la vivienda -presuntamente- usurpada. Tal pedido puso al servicio de justicia en la obligación de resolver sobre el punto y efectivamente así lo hizo, primero postergando su resolución para una vez tomada indagatoria al Sr. Cóceres y, cumplido ese acto procesal, desestimando el pedimento por no encontrarse debidamente acreditado el derecho del Sr. Fuente. Tal resolución –precisó- pudo o no estar ajustada a derecho, empero contra ella el accionante omitió articular los recursos que el ordenamiento le habilitaba. Esa pasividad y la consiguiente firmeza que adquirió el pronunciamiento desestimatorio, obstaculizan en opinión del judicante evaluar toda conducta jurisdiccional previa al momento de su dictado [21-06-2002].

Continuando su razonamiento, resaltó que a partir del 21-06-2002 y a pesar del rechazo cautelar formulado, siguieron en pie las obligaciones de los funcionarios judiciales y las cargas del particular damnificado, direccionadas a aportar elementos que acercaran la verdad objetiva y que fue recién el día 15-04-2003 que el Sr. Fuente requirió nuevamente la tutela cautelar.

Bajo tal contexto, consideró que el momento a partir del cual debía examinarse la pretendida falta del servicio de justicia era el 15-04-2003.

En cuanto al “punto final” para examinar la actuación de los órganos involucrados, consideró que debe ubicarse al momento del dictado de la sentencia de fecha 18-06-2003 que expresamente ordenó la restitución del inmueble, sin más recaudo que la contracautela.

Sentado entonces el encuadramiento temporal para el examen de la responsabilidad en el modo propuesto por el accionante, el a quo se adentró a determinar cuáles habían sido los elementos aportados en la causa penal para acreditar el recaudo de “verosimilitud en el derecho” y de tal modo, pronunciarse sobre la configuración o no del pretendido anormal funcionamiento del servicio de justicia.

En tal sentido, destacó que desde el momento de la denuncia penal el actor se proclamó propietario; empero en aquella etapa procesal su título jurídico respecto del bien inmueble no fue nunca de domine en los términos de los arts. 2506, 2601, 2602 y concs. del Código Civil. Así, remarcó que el accionante solamente acreditó el carácter de adquirente mediante un boleto de compraventa de fecha 19-02-1995 que había sido repuesto con el correspondiente impuesto de sellos con fecha 16-02-1998 -poco antes de su presentación a efectuar la denuncia penal- y que no tenía la firma certificada de su vendedor [Sr. Díaz].

Y aunque la posesión no exige habitar la vivienda –agregó- ningún elemento adicional de juicio fue incorporado a la causa penal para presumir en manos de quién se encontraba la legítima posesión de la vivienda antes de la presunta usurpación.

Por ello, consideró que al momento inicial de la causa penal -cuando aún los elementos de convicción estaban por incorporarse- existían dos posibilidades: (i) que el Sr. Fuente fuera un legítimo poseedor, cuyo inmueble hubiera sido usurpado por el Sr. Cóceres o; (ii) que el Sr. Cóceres fuere un legítimo poseedor –o tenedor por otro– y el actor, un falso denunciante.

Puntualizó que el rol procesal asumido por el Sr. Fuente en la causa penal resultaba de trascendencia en tanto al asumir la condición de particular damnificado se encontraba habilitado para realizar una serie de “conductas” que no sólo hubieran sido valiosas para esclarecer la verdad material y el ajuste a derecho del reproche formulado al Sr. Cóceres, sino que también hubieran dado un apropiado sustento al pedimento cautelar.

Precisó que la totalidad de los pedimentos del Sr. Fuente fueron resueltos siempre en tiempo razonable -aunque los inicialmente requeridos resultaron contrarios a lo peticionado-. Ello –claro está- por entender el Sr. Magistrado actuante que no se encontraban reunidas las condiciones necesarias para el otorgamiento de la cautelar.

La pobreza de los elementos documentales aportados en la causa penal –aseveró- y que debían ser confrontados con los derechos que invocaba el imputado [Sr. Cóceres] y sobre todo, la pasiva conducta procesal del accionante limitada a requerir sistemáticamente la devolución del inmueble pero sin aportar elemento alguno que sustentara la verosimilitud del derecho que invocaba, demuestra que el razonamiento del magistrado penal y los tiempos que insumieron sus resoluciones, no pudieron importar una defectuosa prestación del servicio de justicia.

En tal contexto, concluyó que la demora en la adopción de la medida de restitución [dos (2) meses o un (1) año según cual fuera el hito temporal que se adopte para su cómputo] examinada a la luz de la conducta procesal desplegada por el actor en la causa penal y la endeblez de la verosimilitud del derecho allí invocada, tornaba razonable el diferimiento que el Sr. Juez penal efectuara, para resolver sobre la cautelar una vez formada convicción acerca de la condena que merecía el Sr. Cóceres, aspectos estos que fueron sujetos a un adecuado tratamiento en la sentencia del 18-06-2003.

Por ello, postuló que en la especie no se hallaba acreditada la existencia de un anormal funcionamiento de la administración de justicia con entidad para hacer nacer la responsabilidad al Estado. El proceso penal –agregó- tuvo sus vaivenes y demoró más de lo deseable, empero, tales demoras no llegan a configurar los extremos necesarios que permitan rotular a tal actividad como anormal en lo atinente al tratamiento del expreso pedido de restitución del inmueble, y en tal sentido –concluyó- la demanda no puede prosperar.

2. Contra el pronunciamiento de fs. 212/223 se alza el accionante peticionando se lo revoque en todos sus términos.

Sostiene que resulta errado el razonamiento del a quo en cuanto asevera que la cuestión central de este proceso no versa sobre la situación debatida en la causa penal –el reproche formulado al Sr. Cóceres-.

Considera equivocada la Resolución del Juez Penal por la que, denegándose la tutela cautelar reclamada, se demoró la restitución del inmueble y aduce que tal deficiente actividad importó un anormal funcionamiento de la jurisdicción.

Se agravia también del hito temporal considerado por el magistrado de grado como determinante para computar el pretendido erróneo accionar de la justicia. Es que el lapso a considerar debe proyectarse desde el momento mismo de la denuncia –y no desde que efectivizó el pedimento de la tutela cautelar- y hasta la entrega efectiva de la vivienda.

Afirma –con sustento en citas doctrinales- que en el proceso penal el Juez actúa oficiosamente y que el Ministerio Público Fiscal tiene el deber de velar por los intereses de la sociedad, por lo que el examen de la conducta de la jurisdicción se debe fijar desde el momento en que efectivizó la denuncia.

Resalta que hubo cumplido en la causa penal con todos los recaudos necesarios para acreditar el derecho sobre el inmueble usurpado y que, contrariamente a lo aseverado por el magistrado de grado, el imputado en sede penal nunca “acreditó nada”.

Agrega que en la causa penal logró probar -dentro de sus posibilidades económicas y sociales- la titularidad del inmueble mediante el acompañamiento del boleto de compraventa, así como que la escritura traslativa de dominio no se había efectivizado en razón de la muerte del Sr. Díaz, remarcando que ante tal circunstancia inicio el proceso sucesorio ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 5 del Departamento Judicial de Mar del Plata y; que fue el Sr. Cóceres quien, ejerciendo violencia, ingresó sin derecho alguno a la vivienda.

Luego de resaltar que al momento de practicar la denuncia penal se hallaba vigente la ley 3589, postula que es obligación de los funcionarios judiciales impulsar el proceso penal y adecuar su actuación a derecho.

Por último, se disconforma por las razones blandidas por el a quo para fijar como lapso temporal para pronunciarse sobre el pretendido defectuoso funcionamiento del servicio de justicia el que transcurre desde el 21-06-2002 [cuando se desestima el primigenio pedido de tutela cautelar] o bien desde el 15-05-2003 [cuando se reitera el pedimento] hasta el 18-06-2006 [fecha en que se dicta el pronunciamiento en sede penal] en tanto, tal lo que asevera, desde el momento mismo de la denuncia el magistrado penal debió ordenar la inmediata restitución del inmueble.

3. Contestando los agravios puestos por el accionante, la parte demandada solicita se confirme el pronunciamiento de grado en todos sus términos.

Liminarmente postula se declare, ante la defectuosa técnica recursiva practicada por el apelante, la deserción de la pieza glosada a fs. 225/227.

Considera que resulta acertado el razonamiento del a quo en cuanto circunscribe el examen del asunto no ya a la cuestión vinculada al reproche penal en sí mismo, sino a la –en su visión- inexistente demora en el proceso penal.

Resalta -con sustento en citas doctrinales- que el magistrado penal se ha limitado a optar por un camino procesal cuyo desacierto no implica necesariamente un anormal funcionamiento de justicia, máxime cuando –agrega- el actor omitió en el proceso criminal utilizar los mecanismos procesales idóneos para, en su caso, corregir el supuesto error.

Indica que tal inactividad en el proceso penal no puede originar, al abrigo de afirmaciones “huecas y carentes de razonabilidad” el derecho a obtener resarcimiento alguno.

Resalta que al momento de poner en marcha el aparato represivo del Estado ninguna prueba concreta acercó el accionante para acreditar su condición de propietario, limitándose a acompañar un boleto de compraventa sellado unos días antes de efectivizar la denuncia y carente de firmas certificadas y fecha cierta.

Para más, resalta que la pasividad procesal del accionante se agrava si se tiene en cuenta el rol procesal de particular damnificado que voluntariamente asumió en la causa penal. Mal podría el reclamante pretender hacer recaer las consecuencias de su pasividad en la naturaleza oficiosa de que está imbuído el proceso punitivo.

Además, no resulta cierto que hubieran existido en la causa penal dilaciones notorias desde que –tal lo que asevera- la totalidad de las peticiones del actor fueron sometidas a un adecuado tratamiento y resueltas en tiempo y forma.

II. El recurso no prospera.

1. En el caso que nos ocupa, el accionante se agravia de la sentencia recaída en la instancia por la cual se desestima la demanda direccionada a obtener el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados “por la falta de servicio del órgano jurisdiccional y su demora” [v. punto I escrito de demanda obrante a fs. 13/17].

Denuncia que el a quo ha incurrido en una errónea interpretación de las circunstancias involucradas en la causa, arguyendo: (i) que resulta errado circunscribir el examen de la pretensión impetrada en autos al resultado del pedimento cautelar formulado en la causa penal desentendiéndose de las circunstancias que originaron el reproche punitivo al Sr. Cóceres; (ii) que la demora en la restitución del inmueble importó un anormal funcionamiento de la jurisdicción; (iii) que el retardo en la prestación del servicio de justicia debe ponderarse desde el momento de la denuncia -y no desde que se requirió la tutela cautelar- y hasta el momento de la efectiva entrega del inmueble; (iv) que eran deberes del Juez y del Fiscal impulsar el proceso penal; (v) que las constancias agregadas a la causa permitían tener por acreditado, de un lado, la titularidad sobre el inmueble sito en la calle Sicilia 7835 de Mar del Plata y, del otro, que Cóceres lo había usurpado.

2. Adentrándome a la solución de las cuestiones planteadas, resulta válido recordar que cuando el Estado contrae la obligación de prestar un servicio lo debe realizar en condiciones adecuadas para llenar el fin para el que ha sido establecido y es responsable de los perjuicios causados por su incumplimiento o ejecución irregular (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 182:5; 320:1571, entre tantos otros; S.C.B.A. Causas L. 71.070 “Jiménez”, sent. de 23-XII-2003; Ac. 86.304 “Alba”, sent. de 27-X-2004; Ac. 83.161 “B.,M”, sent. de 9-12-2004; B. 55.544 “Suartyc S.A.”, sent. de 28-IX-2005; Ac. 79.822 “M.,B”, sent. de 26-IX-2007; esta Cámara causa R-361-MP1 “Sosa”, sent. de 23-IX-2008).

En el caso, el accionante atribuye a las actuaciones judiciales desarrolladas durante el transcurso de la causa penal caratulada “Cóceres Walter Alberto s. Usurpación de propiedad”, entidad bastante como para hacer nacer la responsabilidad estatal. En concreto, postula que la demora que irrogara el proceso penal incoado como consecuencia de la usurpación del inmueble ubicado en la calle Sicilia N° 7835, resulta demostrativa de la anormalidad en la prestación del servicio de justicia, en tanto el lapso transcurrido entre el momento de la efectivización de la denuncia penal [6-06-1998] y la materialización de la restitución del inmueble usurpado [24-10-2003] así lo revela, por cuanto, debiendo los funcionarios del fuero penal impulsar de oficio el proceso, demoraron “casi seis años” [v. fs. escrito de demanda glosado a fs. 14] en hacer cesar los efectos de la usurpación del inmueble.

En suma, apuntala su reclamo en lo que considera una falta de servicio del órgano jurisdiccional originado por el grave retardo y las reiteradas dilaciones indebidas [v. fs. 14 vta. escrito de demanda] ocurridas en el marco del proceso penal caratulado “Cóceres Walter Alberto s. Usurpación de propiedad” de trámite por ante el Juzgado en lo Criminal y Correccional de Transición Nº 3 de Mar del Plata.
Así entonces, surge indubitable que el reclamo articulado por el accionante no lo es en el marco del denominado “error judicial” [que únicamente puede ser concebido a propósito del ejercicio de la potestad juzgadora de los jueces, circunstancia que a la luz de los planteos del accionante no ha estado en juego en el sub lite], sino en el espacio de los errores in procedendo cometidos por los magistrados, funcionarios y demás auxiliares de justicia que, individual o conjuntamente, concurren a la defectuosa prestación del servicio de justicia (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 329:1881).

3. Sentado ello, estimo necesario remarcar que, del análisis de las constancias de la causa penal se desprende que:

(i) Con fecha 06 de junio de 1988 el Sr. Ángel José Fuente denuncia que el inmueble que dice de su propiedad sito en la calle Sicilia 7835 de Mar del Plata fue usurpado por el Sr. Walter Alberto Cóceres [v. fs. 1, causa penal].

(ii) Efectuadas por la autoridad policial las medidas de constatación [v. fs. 12, 16 y 21, causa penal], con fecha 22-10-1998 el Sr. Fuente asumió el carácter de particular damnificado en el proceso [v. fs. 27 y 28, causa penal].

(iii) Practicadas las pruebas testimoniales y de informes [v. fs. 32, 39 y 41/52, causa penal] el Sr. Fuente solicita se practique el llamado a indagatoria del denunciado -pedido que es reiterado mediante “escrito de pronto despacho”- [v. fs. 56/57, causa penal], ordenando el magistrado la adopción de nuevas medidas con fecha 5-07-2000 y 16-11-2001 [v. fs. 58 y 89, causa penal].

(iv) Con fecha 21-02-2002 y 21-04-2002 [v. fs. 106/107 y 114, causa penal] el accionante solicitó al Juez penal se ordene a título cautelar la restitución del inmueble “usurpado”, pedimento que fue denegado mediante resolución de fecha 21-06-2002 [v. fs. 125, causa penal].

(v) Declarada la clausura del sumario [v. fs. 175, causa penal] y practicada la acusación fiscal [v. fs. 180/182, causa penal], el Sr. Fuente peticionó nuevamente con fecha 15-04-2003 se ordene a título cautelar la restitución del inmueble “usurpado” [v. fs. 187, causa penal].

Ordenada la restitución a título cautelar del inmueble con fecha 28-05-2003 [v. fs. 198, causa penal], el magistrado difirió –ante la presentación efectuada por el imputado- la ejecución de la medida hasta el momento de la sentencia [v. fs. 201, causa penal].

Dictado con fecha 18-06-2003 el pronunciamiento definitivo, el magistrado encontró al Sr. Cóceres penalmente responsable por el delito de usurpación y ordenó la efectivización de la restitución del inmueble [v. fs. 203/2008, causa penal].

(vi) Apelada la sentencia por el Defensor Oficial, la Excelentísima Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal de Mar del Plata confirmó el pronunciamiento condenatorio [v. fs. 239/242, causa penal].

Excitada por el Defensor Oficial la jurisdicción de la Suprema Corte local, se declaró extinguida la acción penal por prescripción respecto del imputado Cóceres en orden al delito de usurpación de propiedad [v. fs. 312/315, causa penal].

(vii) Por último, sin perjuicio del resultado final del proceso penal, y como consecuencia de la ejecución de la medida de restitución de inmueble dispuesta por la jurisdicción con fecha 18-06-2003, el Sr. Fuente tomó posesión del inmueble sito en la calle Sicilia n° 7835 de Mar del Plata el 24-10-2003 [v. fs. 31 del legajo de ejecución de medida de restitución acollarado a la causa penal].

4. Bajo tal contexto entonces, no se advierte la concurrencia en la especie de una defectuosa prestación del servicio de justicia, ya que las constancias de la causa penal no revelan la existencia de un desempeño judicial apartado de los cánones de razonabilidad y efectividad que deben regir tal actividad, más cuando la definitiva restitución del inmueble dependía de la convicción jurisdiccional sobre la presencia de una denunciada usurpación.

Así, las consecuencias de la pretendida demora en la restitución del inmueble sito en la calle Sicilia N° 7835 de Mar del Plata no pueden ser válidamente atribuidas a la actuación del órgano judicial interviniente en el proceso penal cuando fue el propio accionante -como particular damnificado- el que propuso, cuatro años después de efectuar la denuncia que motorizó el proceso penal, el pedimento restitutorio.

En efecto, efectuada la denuncia por parte del Sr. Fuente con fecha 06-06-1998 [v. fs. 1, causa penal] y habiendo el denunciante asumido el rol de particular damnificado [en los términos de la entonces vigente ley 3589], fue recién el 21-02-2002 cuando requirió del órgano jurisdiccional el dictado de la medida cautelar direccionada al recupero del inmueble.

Mal entonces, podría el accionante pretender atribuir durante tal lapso temporal negligencia o defecto alguno en la actuación judicial, desde que la conducta jurisdiccional siempre estuvo orientada a desentrañar la veracidad de la denuncia efectuada, y posteriormente, formulado el pedimento de restitución, se encaminó a su tratamiento con la mira puesta en los antecedentes colectados en el proceso hasta dicho momento.

Y más luego, ante el dictado por parte de la jurisdicción con fecha 21-06-2002 [v. fs. 125, causa penal] de la resolución que dispuso el rechazo de la primera tutela cautelar requerida, el Sr. Fuente omitió articular los remedios recursivos idóneos para turbar lo allí resuelto por el magistrado penal, adquiriendo de tal modo firmeza.

Fue después de clausurado el sumario [v. fs. 150] y practicada la acusación fiscal [v. fs. 180/182] que el Sr. Fuente peticionó nuevamente se dispusiera la medida cautelar de restitución de inmueble [v. escrito de fecha 15-04-2003, obrante a fs. 187 de la causa penal], siéndole en esa oportunidad proveída favorablemente con fecha 28-05-2003 [v. fs. 198, causa penal], ordenada su efectivizacion con fecha 18-06-2003 [v. fs. 203/208, causa penal], y materializándose el día 24-10-2003 [v. fs. 31 del legajo de ejecución de medida de restitución acollarado a la causa penal].

Así, no parece vislumbrarse una actuación irrazonable por parte del organismo judicial desde que, computando el período que va desde que se requiriera nuevamente el otorgamiento de la medida cautelar de restitución de inmueble [v. escrito de fecha 15-04-2003 obrante a fs. 187, causa penal] y su materialización [acaecida el día 24-10-2003, cfr. fs. 31 del legajo citado], mal podría predicarse una demora o retardo injustificado en la prestación del servicio jurisdiccional (cfr. argto. doct. C.S.J.N. in re A.989.XXXVI “Arisnabarreta, Rubén J. c/ E. N. Min. De Educación y Justicia s/ Juicios de conocimiento”, sent. de 6-10-2009).

Como se expusiera precedentemente, tanto las medidas de instrucción adoptadas por el magistrado [al abrigo del entonces vigente ordenamiento procesal penal], como las resoluciones dictadas en el devenir del proceso, no resultan sino del pormenorizado examen de las constancias que fueron integrando la causa penal enfocado en la determinación de la veracidad de la denuncia de usurpación. Y, en tal faena, lejos estuvo de configurarse una causa generadora de los daños que dice haber sufrido el accionante.
Para más, no puedo soslayar que, habiendo asumido el el accionante la calidad de particular damnificado en el proceso penal, pesaba sobre su espalda no desentenderse de la colaboración con la jurisdicción requiriendo y aportando todas las medidas que consideraba procedentes para –acreditada la usurpación- lograr la pretendida restitución anticipada del inmueble, y aún contando con tales herramientas procesales, aguardó cuatro años para articular el pedimento y luego consintió el primigenio pronunciamiento del magistrado penal [denegatorio del remedio cautelar] de fecha 21-06-2002.

Con todo, y quedando acreditada la inexistencia en la especie de un cumplimiento defectuoso o una irregular prestación del servicio de justicia por parte del órgano jurisdiccional que torne aplicable la doctrina de la Corte Federal –expuesta, entre otros, en Fallos 307:821, 318:845; 329:1881-, corresponde confirmar el pronunciamiento de grado en cuanto fue materia de agravios, por cuanto ningún reproche de los blandidos por el apelante ponen en crisis su cimiento lógico-jurídico.

III. Si lo expuesto es compartido, habré de proponer al Acuerdo, rechazar el recurso de apelación articulado a fs. 225/227 y, en consecuencia, confirmar la sentencia de grado de fs. 212/223 en cuanto desestimó la demanda del Sr. Ángel José Fuente. Las costas de esta instancia se deberían imponer en el orden causado (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).

A la cuestión planteada voto, en consecuencia, por la negativa.
Los señores Jueces doctor Mora y doctora Sardo con igual alcance e idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, votan a la cuestión planteada por la negativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Rechazar el recurso de apelación de fs. 225/227 y, en consecuencia, confirmar el pronunciamiento de fs. 212/223 en cuanto desestimó la demanda del Sr. Ángel José Fuente contra la Provincia de Buenos Aires. (art. 1112 del Cód. Civ.; 12 inc. 3º y ccs. del C.P.C.A.). Las costas de esta instancia se imponen en el orden causado (art. 51 inc. 1º del C.P.C.A.).

2. Por los trabajos realizados ante esta Alzada estése a la regulación de honorarios que por separado se practica.

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen.Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Roberto Daniel Mora – Adriana M. Sardo – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
